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RESUMEN: La Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del
Sector Piblico Autonémico de Aragén, incorpora, por primera vez en el derecho piblico
aragonés, una regulacién unitaria, completa y exhaustiva de los consorcios autonémicos
y de las fundaciones del sector piblico autonémico siguiendo el modelo establecido en
la legislacion basica del estatal, pero con ciertas especialidades.

Palabras clave: consorcios autonémicos; fundaciones del sector publico autoné-
mico; régimen de adscripcién; estatutos; derecho de separacién; disolucién; liquidacion
extincién y fusién; fundaciones bancarias; consorcios y fundaciones dependientes de
los entes locales.

ABSTRACT: Law 5/2021, of June 29, on the Organization and Legal Regime of
the Autonomous Public Sector of Aragon, incorporates, for the first time in Aragonese
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public law, a unitary, complete and exhaustive regulation of the autonomous consortiums
and of the foundations of the autonomous public sector following the model established
in the basic legislation of the state, but with certain specialties.

Key words: regional consortiums; regional public sector foundations; affiliation
regime; statutes; right of separation; dissolution; liquidation; extinction and merger; ban-
king foundations; consortiums and foundations dependent on local entities.

I. CONSORCIOS

1. La legislacién béasica del Estado aplicable a los consorcios auto-
némicos

A) Planteamiento

No se puede entender el vigente régimen juridico de los consorcios sino
tenemos en cuenta el marco normativo previo a la LRJ hoy vigente y cuyos pre-
ceptos bésicos condiciona la LORJAr. Ese marco normativo estd constituido por:

A) La Ley Orgénica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria
y Sostenibilidad Financiera por cuanto establece unos «principios rectores, que
vinculan a todos los poderes piblicos, a los que deberd adecuarse la politica
presupuestaria del sector publico».

B) Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalizacién y sostenibilidad
de la Administracién Local modifica la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Juridico de las Administraciones Piblicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Comin para incluir una nueva disposicién adicional, la vigésima,
con la siguiente redaccién: Disposicién adicional vigésima. Régimen juridico
de los consorcios. También introduce disposiciones relativas a los consorcios
constituidos para la prestacién de servicios minimos, régimen juridico especial
de determinados consorcios y régimen transitorio para los consorcios.

C) Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalizacién del Sector
Piblico y otras medidas de reforma administrativa. Esta ley en sus arts. 12
(Causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separacién de un
consorcio), art. 13 (Efectos del ejercicio del derecho de separacién de un con-
sorcio), art. 14 (Liquidacién del consorcio) y articulo 15 (Plazo de adaptacién
de estatutos y derecho supletorio) configura un régimen juridico de los mismos
que en buena medida se transpone en la LRJSP.

En el Predmbulo de la misma podemos destacar las ideas que tienen un
reflejo en el nuevo régimen juridico de los consorcios:

a) «La crisis econémica ha puesto de relieve una premisa que debe sos-
tenerse mds alléd de las circunstancias econémicas, y es que el sector piblico
debe ser sostenible en el tiempo y que debe garantizarse la eficiencia en la
gestidn de sus recursos».
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b) «La racionalizacién de la estructura de la Administracién Piblica,
como parte del programa de reformas del Gobierno, tiene un antecedente
de gran trascendencia en la Ley Orgénica de Estabilidad Presupuestaria y
Sostenibilidad Financiera, que constituye un hito en la gestién de los recur-
sos puUblicos, al establecer objetivos concretos de gasto y endeudamiento
para todas las Administraciones, asi como la obligacién de presentar planes
dirigidos a su cumplimiento y los correlativos mecanismos para asegurar su
consecuciony.

D) Por otra parte el Informe de la Comisién para la Reforma de las Admi-
nistraciones Piblicas constituye una de las bases de la LR) mediante la cual se
pretende precisar el régimen juridico los consorcios, evitar que sean utilizados
como un instrumento para la denominada huida del derecho administrativo
(principalmente en lo relativo a personal y contratacién) o para eludir las normas
sobre estabilidad y suficiencia presupuestaria. También se dificulta la creacién
de nuevos consocios en el dmbito de la Administracién General del Estado, se
facilita que una Administracién publica puede desvincularse del mismo y se
precisa las normas aplicables a su disolucién y liquidacién.

Como acertadamente se ha sefalado, «esta nueva regulacién contiene un
nicleo importante de limitaciones y prohibiciones, que afectan a los consorcios
ya existentes, pero también a los que se constituyan en el futuro, condicionando
su mantenimiento, o su propia constitucién, en detrimento de la potestad de
autoorganizacién de las Administraciones Piblicas que quieran utilizar el con-
sorcio como técnica de cooperacién» (1).

B) La legislacion basica

La LRJ, en su Titulo Il sobre Organizacién y funcionamiento del sector
pUblico institucional tiene un Capitulo VI dedicado a los consorcios (artes
118-127). También se aplica a los consorcios lo recogido en la D. Adicional
Decima. Es todo legislacién bdsica del Estado de acuerdo con lo dispuesto en
la D. F. decimocuarta salvo lo dispuesto en el articulo 123.2. Dado que varios
preceptos fueron objeto de recurso de inconstitucionalidad por la Comunidad
Auténoma de Catalufia la sentencia serd objeto de comentario en un apartado
posterior. La regulacién de los consorcios autondmicos en la LRJ recoge una
estructura similar serd objeto de comentario en un posterior apartado. No
obstante, lo dispuesto en los art. 124 (contenido de los estatutos), art. 125
(causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separacién de un
consorcio), art. 126 (efectos del ejercicio del derecho de separacién de un
consorcio), art. 127 (disolucién del consorcio) y D. A. décima (aportaciones
a los consorcios) son de aplicacién directa a los consorcios autonémicos (2).
El contenido de los mismos coincide en muchas ocasiones con las reformas,
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ya analizadas, introducidas, por la ley 27/2013, de 27 de diciembre, de
racionalizacién y sostenibilidad de la Administracién Local y Ley 15/2014, de
16 de septiembre, de racionalizacién del Sector Piblico y otras medidas de
reforma administrativa. Por ello procedemos a un breve comentario sobre los
preceptos no previstos en LORJAr para los consorcios autonémicos:

A) No encomienda a sus estatutos la regulacién de su régimen juridico
de los sino de las particularidades de su régimen.

B) Las causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separacién
de un consorcio se introducen en esta ley y con previsiones especificas para
las Administraciones Locales. Se permite siempre, aunque se haya sefalado
término para la duracién del consorcio y se entiende la aplicacién del supletoria
del CC, articulos 1665 y ss.

C) Los efectos del ejercicio del derecho de separacién pueden conllevar
o no la disolucién del consorcio. Si el ejercicio de dicho derecho no conlleva
la disolucién debe procederse al céleulo de la cuota de separacién y al pago
de la misma en los términos indicados.

D) La disolucién del consorcio provoca su extincién y liquidacién. Para
acordar la misma se regula competencia, el cdlculo de la cuota de liquidacién
y su pago. Se prevén los efectos de la disolucién y la posibilidad de cesién
global de activos y pasivos del consorcio a otra entidad del sector piblico.

E) Se introduce, para comprometer a todos los participes, una previsién
importante «Cuando las Administraciones Pdblicas o cualquiera de sus orga-
nismos publicos o entidades vinculados o dependientes sean miembros de un
consorcio, no estardn obligados a efectuar la aportacién al fondo patrimonial
o la financiacién a la que se hayan comprometido para el ejercicio corriente si
alguno de los demds miembros del consorcio no hubiera realizado la totalidad
de sus aportaciones dinerarias correspondientes a ejercicios anteriores a las
que estén obligados» (3).

C) La jurisprudencia del Tribunal Constitucional

La Sentencia 132/2018, de 13 de diciembre, resuelve el recurso de
inconstitucionalidad nim. 3774-2016, interpuesto la Generalidad de Cato-
lufia, analiza la constitucionalidad del art. 129.2 y en su F.D. Décimo declara
que «las previsiones de la disposicién adicional vigésima, apartados 1y 2,
de la derogada ley 30/1992 han sido reproducidas, casi sin variaciones,
en el articulo 120, apartados 1y 2. Por tanto, los razonamientos de la STC
93/2017, F) 7 d), son por completo extensibles al precepto impugnado. Su
doctrina es igualmente trasladable a la de las fundaciones participadas por
mds de una Administracién o entidad piblica mediante una serie jerarquizada
de criterios prdcticamente idéntica, como ha subrayado la Letrada autonémica.
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Procede, en consecuencia, desestimar la impugnacién de los articulos 120,
apartados 1y 2, y 129.2 de la Ley 40/2015». En sus FFDD 11,12 y 13
desestima el recurso cobre los articulos 121, 122, y 126 sobre el personal,
régimen presupuestario y efectos de separacién respectivamente. Sin profun-
dizar en el contenido de esta sentencia debemos sefialar que al margen de
la ya citada se remite a lo declarado en otras sentencias ya que «El articulo
149.1.18 CE autoriza al Estado a establecer como régimen bdsico de los
consorcios “los criterios de racionalidad econémica que exige la realizacién
de mandatos constitucionales (arts. 31.2, 103.1, 135, 137, 140 CE)” [STC
41/2016, FJ 8 b)]». Y, «la doctrina constitucional ha admitido como bases del
régimen juridico de las Administraciones publicas previsiones que imponen la
desaparicién ope legis de estructuras de diverso tipo [SSTC 41/2016, FJ, 11
c); 44/2017, de 27 de abril, FJ 3; 54/2017, FJ 6]».

La Sentencia 33/2019, de 14 de marzo, resuelve el recurso de inconsti-
tucionalidad 3903-2016 interpuesto por el Gobierno de Canarias en relacién
con diversos preceptos de la LRJ, pero ninguno relativo a los consorcios.

2. El régimen juridico de los consorcios en la Comunidad Auté-
noma de Aragén

A) Antecedentes normativos

A) La ley-3/1984, de 22 de junio, del Presidente. de la Diputacién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Argén. Esta es
la primera ley en esta materia, regulaba la Administracién de la Comunidad
Auténoma y no recogia disposicién expresa sobre los consorcios. Ello no impida
que, con arreglo a la normativa vigente estatal pudieran crearse consorcios
en los que la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén tuviera
la capacidad de direccién.

B) La LAAr. Esta ley, que deroga la Ley-3/1984, de 22 de junio, que
regulaba organismos publicos (organismos auténomos y entidades de derecho
publico) y empresa publica no recoge disposicién alguna sobre los consorcios.
Debemos tener en cuenta que durante mucho tiempo los consorcios eran entes
dependientes de las administraciones locales y esta ley es reflejo de ese modelo.

C) Decreto Legislativo 2/2001, de 3 julio, del Gobierno de Aragén, por
el que se aprueba el Texto Refundido de la LAAr. Esta ley es consecuencia
de las mdltiples modificaciones introducidas en la LAAr por la Ley 11/2000,
27 diciembre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén y en las sucesivas leyes de medidas admi-
nistrativas tributarias que aprobaban de forma paralela a los presupuestos de
la Comunidad Auténoma. No recoge disposicién alguna sobre los consorcios
dependientes de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén.
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D) Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Aragén. El
art. 8, sefialaba que en los consorcios en los que sea mayoritaria la represen-
tacién, directa o indirecta, de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén quedardn sujetos al control financiero, a formar un presupuesto de
explotacién y de capital en el caso de que reciban subvenciones de esta natu-
raleza. Y para su creacién y extincién, asi como para la adquisicién y pérdida
de la posicién mayoritaria, se requerird autorizacién del Gobierno de Aragén
y se determinan los criterios por los que se entiende que la Administracién de
la de la Comunidad Auténoma de Aragén tiene representacién mayoritaria en
dichos entes. La D. derogatoria Unica de la LORAr deroga el art. 8 de esta ley.

E) El Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de
Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio
de Aragén, en su art. 3.5 dispone que «El patrimonio de los consorcios en
que la Comunidad Auténoma pueda ejercer, directa o indirectamente, una
influencia dominante se rige por sus estatutos y, con cardcter supletorio, por
esta ley». Este régimen juridico de su patrimonio continua vigente ya que no
se ve afectado por lo dispuesto en la LORAr.

B) Andlisis del régimen juridico de los consorcios autonémicos en
la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen
Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén

a) Disposiciones generales

En su Predmbulo la LORJAr concreta el titulo competencial en el que se
fundamenta la misma: «La ley se dicta al amparo de la previsién contenida en
el articulo 71. 1. del EAr, aprobado por Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril,
el cual atribuye a la Comunidad Auténoma de Aragén la competencia exclusiva
para la creacién, organizacién, régimen y funcionamiento de sus instituciones de
autogobierno. Del mismo modo, el articulo 71. 7.° del referido Estatuto atribuye a
la comunidad auténoma la competencia para regular el procedimiento administra-
tivo derivado de las especialidades de su organizacién propia. Por su parte, los
articulos 61y 62 del Estatuto, contenidos en su titulo lll sobre la Administracién
pUblica en Aragén, se refieren a la competencia de la comunidad auténoma
para crear y organizar su propia Administracién, que ostentard la condicién
de administracién ordinaria en el ejercicio de sus competencias, recogiendo los
principios esenciales de organizacién y funcionamiento de la misma». Y sefiala
que «se definen y regulan por primera vez los consorcios autonémicos».

El art. 85.1, c) sobre la «composicién y clasificacién del sector piblico

institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén» indica que se integran
en el mismo los consorcios autonédmicos. De acuerdo con el art 2.3 de esta
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ley tienen la consideracién de Administracién piblica la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén, los organismos auténomos, las entidades
de derecho publico y los consorcios autonémicos.

El art. 86 sefiala que en su de actuacidn estdn sometidas a los principios
de «legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad finan-
ciera, asi como a los principios de integridad y transparencia en su gestidn.
En particular, se sujetardn en materia de personal, incluido el laboral propio
de la entidad, a las limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en
las previsiones anuales de los presupuestos generales».

El art 87 determina su régimen juridico general de acuerdo con lo dis-
puesto en la LORJAr y por las disposiciones bdsicas de la LRJ.

El art 89 prevé la inscripcidn de los consorcios en el Registro de Entes
de la Comunidad Auténoma de Aragén y en el art. 90 su inscripcién en el
Inventario de Entidades del Sector Piblico Estatal, Autonédmico y Local.

El art. 91 contempla su sometimiento al control de eficacia y supervisién
continua, que sin perjuicio de lo establecido en el articulo 86, le obliga a contar
con un plan de actuacién que contendrd las lineas estratégicas en torno a las
cuales se desenvolverd la actividad de la entidad, que se completard con planes
anuales elaborados junto a su presupuesto. Por otra parte, el control de efica-
cia serd ejercido por el departamento de adscripcién que deberd elaborar un
informe sobre sus entidades dependientes y que se elevard para su conocimiento
al Gobierno de Aragén antes del 30 de junio de cada ejercicio presupuestario.

La D.A. Primera, sobre el Servicio Juridico del Gobierno de Aragén le
atribuye la representacién y defensa en juicio, asi como la direccién y coor-
dinacién de la asistencia juridica, tanto consultiva como contenciosa, de los
consorcios, en los términos previstos en su normativa especifico. El Decreto
169/2018, de 9 de octubre, del Gobierno de Aragén, por el que se organiza
la asistencia, defensa y representacién juridica a la Comunidad Auténoma de
Aragén, dispone en su articulo 19 que los Letrados de la Comunidad Auté-
noma integrados en la Direccién General de Servicios Juridicos asumirdn la
asistencia juridica a los consorcios autonémicos cuando se haya suscrito el
oportuno convenio de asistencia juridica con dichas entidades por parte de
la Comunidad Auténoma.

La D. A. Cuarta, sobre la adaptacién de entidades y organismos publicos
existentes, les obliga a una adaptacién a la misma en el plazo de dos afios
si bien también se contempla que se preserven sus actuales especialidades en
materia de personal, patrimonio, régimen presupuestario, contabilidad, control
econémico-financiero y de operaciones como agente de financiacién.

La D. T. Segunda prevé que las Entidades integrantes del sector publico
existentes «continuardn rigiéndose por su normativa especifica, incluida la nor-
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mativa presupuestaria que les resultaba de aplicacién, hasta su adaptacién a
lo dispuesto en esta ley de acuerdo con lo previsto en la disposicién adicional
cuartax. Lo dispuesto en los art. 113 y 130 respecto al régimen de personal
de los consorcios «serd de aplicacién a las entidades de nueva creacién y al
personal que se incorpore desde el momento de entrada en vigor de la ley».
Obliga a los consorcios a a «la aprobacién o modificacién de las relaciones de
puestos de trabajo en las que se determinardn los puestos de personal funciona-
rio y laboral y aquellos que puedan ser ocupados por personal laboral propio.»
Y, en su apartado 4 dispone que «el personal de los consorcios existentes a
la entrada en vigor de esta ley que se encontrara desempefiando puestos de
trabajo que en las relaciones de puestos de trabajo se clasifiquen como pro-
pias de personal funcionario o laboral de la Administracién autonédmica podra
seguir desempefdndolos, manteniendo el mismo régimen juridico que dio lugar
a su contratacién hasta que se produzca la extincién de su vinculo laboral por
alguna de las causas legalmente previstas en el Estatuto de los Trabajadores.
Este personal solo podrd acceder a la condicién de personal funcionario o
laboral de la Administracién autonémica a través de la participacién en las
correspondientes pruebas selectivas de acceso libre convocadas en ejecucién
de las ofertas de empleo piblico». En definitiva, en las disposiciones generales
de la LRJSPA y en sus disipaciones adicionales y transitorias encontramos en
importantes novedades para el régimen juridico del funcionamiento ordinario
de los consorcios, su control por la Administracién y su régimen de personal
que se concreta con las disposiciones que analizamos a continuacién.

b) Régimen juridico especifico

La LORJAr, en su Titulo IV sobre la organizacién y funcionamiento del
sector pdblico institucional autonémico dedica el Capitulo VI a los consorcios
autondémicos. Es la primera vez que tenemos unas disposiciones dedicadas a
los consorcios con cardcter general y en una ley sobre el sector piblico. En
apartados precedentes hemos analizado cual ha sido su regulacién hasta la
LRJ y esta ley. El esquema del capitulo, como ya hemos indicado, es similar
al de la legislacién estatal.

a) Definicién y actividades propias (art. 127). Coincide con el titulo y
contenido fundamental con el art. 118 de la LR]). Define los consorcios auto-
némicos como «entes de derecho publico, con personalidad juridica propia
y diferenciada, creados por varias administraciones publicas o entidades
integrantes del sector puiblico institucional, entre si o con participacién de
entidades privadas», Los consorcios podrdn realizar «actividades de fomento,
prestacionales o de gestién comin de servicios pUblicos y cuantas otras estén
previstas en las leyes». Como podemos comprobar las dos primeras dentro de
las funciones cldsicas de las Administraciones Publicas y la tercer abierta para

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 1133-4797, XXIl, Zaragoza, 2022, pp. 150-178 157



MANUEL GUEDEA MARTIN

cualquier actividad prevista en el ordenamiento juridico. Por Gltimo, prevé que
puedan utilizarse para la «gestién de los servicios pdblicos, en el marco de los
convenios de cooperacién transfronteriza en que participe la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén, y de acuerdo con las previsiones de
los convenios internacionales ratificados por Espafia en la materia».

b) Régimen juridico (art. 128). Coincide con el titulo y parcialmente su
contenido con el art. 119 de la LRJ. Los consorcios autondmicos se rigen por
la LORJAr y por la legislacién bésica estatal ya comentada y por sus estatutos.
En relacién con la separacién, disolucidn, liquidacién y extincién, en lo previsto
por la legislacién bédsica y los estatutos se estard a lo dispuesto en el CC sobre
el contrato de sociedad. En la legislacién bésica estatal también se realiza una
remisién al Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

c) Régimen de adscripcién (art. 129). También coincide con el titulo y
parcialmente su contenido con el art. 120 de la LRJ. La adscripcién se realiza
en funcién de unos criterios, ordenados por prioridad en su aplicacién y refe-
ridos a la situacién en el primer dia del ejercicio presupuestario. El art. 129.1
recoge ocho criterios que se pueden agrupar en cuatro bloques. El primero
atiende ostentar la mayoria de votos en votos en los érganos de gobierno o la
competencia para nombrar y destituir a destituir a la mayoria de los miembros
de sus érganos ejecutivos, personal directivo u érganos de gobierno. El segundo
cuando la Administracién «Disponga de un mayor control sobre la actividad del
consorcio debido a una normativa especial» (art. 129.1, d). El tercer bloque
vendria dado por la financiacién con un porcentaje mayor al cincuenta por
ciento de la actividad o por su mayor porcentaje de participacién en el fondo
patrimonial. El cuarto por el que tenga mayor nimero de habitantes o extensién
territorial dependiendo de si los fines definidos en el estatuto estdn orientados
a la prestacién de servicios a las personas o al desarrollo de actuaciones
sobre el territorio (art. 129.1, h). Este precepto ya ha tenido su aplicacién
con la adscripcién de Comunidad de Trabajo de los Pirineos. Por Gltimo, este
precepto recoge dos consideraciones importantes, los estatutos «determinardn
el departamento de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
al que estard adscrito y que supuesto de que participen en el consorcio enti-
dades privadas, el consorcio no tendrd dnimo de lucro». Con esta redaccién
se permite que empresas privadas participen en un consorcio, pero el mismo
no puede tener dnimo de lucro.

d) Régimen de personal (art. 130) También coincide con el titulo y parcial-
mente su contenido con el art. 121 de la LRJ. Con estas previsiones se pretende
impedir que la huida del derecho administrativo se materialice mediante la
contratacién de un personal propio y con retribuciones superiores a las de
la funcién piblica. De acuerdo con la vigente ley el personal de los con-
sorcios autonémicos «podrd ser funcionario o laboral y habré de proceder
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exclusivamente de las administraciones participantes» y «su régimen juridico
serd el de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén, al ser
la administracién de adscripcién, y sus refribuciones en ningin caso podrdn
superar las establecidas para puestos de trabajo equivalentes en aquellax». De
forma excepcional, cuando no resulte posible contar con personal procedente
de las Administraciones participantes, podrd contratar personal propio pero
sujeto a los requisitos establecidos en el mismo. La contratacién se realizara
por el departamento competente en materia de funcién publica previo «informe
favorable del departamento al que esté adscrito» y «previa justificacién de la
excepcionalidad por el érgano de direccién o administracién del consorcio»
y «mediante convocatoria pdblica y proceso selectivo basado en los principios
de igualdad, mérito y capacidad».

e) Régimen presupuestario, de contabilidad, y control econémico-financiero
(art. 131). También coincide con el titulo y parcialmente su contenido con el
art. 121 de la LRJ que tiene la condicién de legislacién bdsica. Los consor-
cios autondmicos estdn sujetos al régimen de presupuestario, contabilidad y
control de la Administracién de la Comunidad Auténoma y a lo previsto en la
normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Una forma
de evitar una huida del derecho administrativo en estos entes. Se atiende a
la financiacién real para conocer las aportaciones de las administraciones
consorciadas. La auditoria de las cuentas anuales que serd responsabilidad
de la Intervencién General de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén y deberdn formar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta
general de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén. Se exige
la autorizacién del departamento competente en materia de hacienda para la
apertura de cuentas en entidades financieras. Y, por dltimo, para los consor-
cios que queden adscritos en virtud del criterio previsto en el art. 129.1, h la
incorporacién de sus presupuestos en el presupuesto general de la comunidad
auténoma se efectuard a efectos informativos.

f) Régimen patrimonial y de contratacién (art. 132). También coincide
parcialmente su fitulo y contenido con el art. 122 de la LRJ. En relacién con
el patrimonio de los consorcios autonémicos se regird por sus estatutos y,
con cardcter supletorio, por la normativa de patrimonio de Aragén lo cual
ya estaba previsto en el vigente art. 3.5 del Decreto Legislativo 4/2013, de
17 de diciembre, del Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragén, ya comentado en apartados
anteriores. En relacién con la contratacién, otras de las via utilizadas tradicio-
nalmente para la huida del derecho administrativo, la vigente Ley 9/2017,
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico, por la que se transponen
al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del Parlamento Europeo y del
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 en su art.
3, cuando define el &mbito subjetivo de la misma dispone que «Los consorcios
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dotados de personalidad juridica propia a los que se refiere la Ley 40/2015,
de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico, y la legislaciéon de
régimen local, asi como los consorcios regulados por la legislacién aduanerax.

g) Creacién de los consorcios (art. 133). Coincide parcialmente con el
art. 123 de la LRJ, aunque se trata de un precepto que no es legislacidn
bdsica. Los consorcios autondmicos se crean «mediante convenio suscrito por
las administraciones, organismos pulblicos o entidades participantes, previo
acuerdo del Gobierno de Aragén» (art. 133.1). La vigente legislacién continua
con el modelo previsto en la legislacién de hacienda que exigia el acuerdo del
Gobierno de Aragén. En el dmbito de la Administracién General del Estado
se exige una ley que autorice su participacién. Por otra parte tanto para «la
creacién, modificacién y extincién de los consorcios en los que participe la
Ad-ministracién de la Comunidad Auténoma de Aragén o sus organismos
pUblicos y entidades vinculados o dependientes, asi como para la adquisi-
cién y pérdida de la posicién mayoritaria, (...) se requiere autorizacién del
Gobierno de Aragén previos los «informes del departamento competente en
materia de hacienda analizando las implicaciones presupuestarias, contables
y patrimoniales de la propuesta» (art. 133.2).

C) Un apunte sobre los consorcios en la legislacién aragonesa de
régimen local

La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administracién Local de Aragén en
su art. 218 regula su objeto y creacién de los consorcios y el art. 219 sus
estatutos y formas de gestién de sus servicios. Entendemos que dicho régimen
juridico continua vigente en cuanto no se oponga a la legislacién basica sobre
consorcios prevista en la LRJ. En buena medida el consorcio es una entidad
administrativa que nace y se desarrolla en la administracién local espafiola (4)
si bien la legislacién autonémica desarrolla su régimen juridico (5).

El Decreto-legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragén
en su art 9.1 dispone que » La Administracién de la Comunidad Auténoma,
las provincias, las comarcas, los municipios y las entidades instrumentales de
todos ellos podrdn constituir por si solas, entre si, mediante consorcios o con
terceros, sociedades urbanisticas de cardcter mercantil para el estudio, elabo-
racién, desarrollo, gestién, promocién y ejecucién del planeamiento territorial
y urbanistico u ofro objeto de la incumbencia de las Administraciones que las
constituyan, siempre que no implique ejercicio de autoridad, y observando en
todo caso lo dispuesto por la legislacién sobre estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera.» El Decreto 52/2002, de 19 de febrero, del Gobierno
de Aragén, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de la
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Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanistica, en materia de organizacién, pla-
neamiento urbanistico y régimen especial de pequefios municipios, su capitulo
Il se dedica a los Consorcios urbanistico regulando su constitucién, finalidades
y competencias.

La ley 10/2017, de 30 de noviembre, de régimen especial del municipio
de Zaragoza como capital de Aragédn en su art. 30 contempla expresamente
la existencia de un consorcio en «el transporte interno o que dé acceso a los
dmbitos de actuacién de Proyectos de Interés General de Aragéns.

Entendemos que dicho régimen juridico continua vigente en cuanto no se
oponga a la legislacién bdsica sobre consorcios prevista en la LRJ.

D) Los consorcios autonémicos en la legislacién presupuestaria

A) Si atendemos al contenido de la derogada Ley 4/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el
ejercicio 2021 los consorcios a los que se refiere el articulo 8° del Texto
Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén son
los siguientes:

— Consorcio del Patrimonio Ibérico de Aragén.

— Consorcio Urbanistico de Canfranc 2000.

— Consorcio Comunidad de Trabajo de los Pirineos.
— Consorcio Reserva de la Biosfera Ordesa-Vifiamala.
— AECT Espacio Portalet.

B) La vigente Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la
Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2022 comprobamos que
introduce ademds el Consorcio Aerédromo/Aeropuerto de Teruel y el Consorcio
de Transportes del Area de Zaragoza.

La D.A. Vigésima tercera contempla medidas sobre la «contratacién de
personal en los consorcios del sector piblico autonédmico». La contratacién de
personal propio, al margen de quedar sujeta a la LORJAr, se debe ajustar a lo
dispuesto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o norma equivalente
de cardcter bésico, la presente disposicién y la Ley 1/2017, de 8 de febrero,
de medidas de racionalizacién del régimen retributivo y de clasificacién pro-
fesional del personal directivo y del resto del personal al servicio de los entes
del sector piblico institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén.

En su apartado segundo recoge los requisitos previos a las nuevas contra-
taciones, repeticién de lo ya indicado al comentar el art. 130 de la LORJAr y
con sujecién a lo previsto en la ley de presupuestos. La contratacién temporal
se califica de excepcional para «cubrir necesidades urgentes e inaplazables.
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Al mismo tiempo les exige presentar en el primer trimestre una relacién de las
necesidades de contratacién temporal previstas para el ejercicio.

Por Gltimo, en su apartado quinto sefial que «deberdn remitir al departo-
mento u organismo pdblico al que figuren adscritos la informacién relativa a
todo el personal temporal que ha prestado servicios en el ejercicio anterior,
detallando el ndmero de jornadas anualizadas y el coste de las mismas».

Es evidente que al margen del error de citar un precepto derogo de la
Ley de Hacienda por la LORJAr la legislacién presupuestaria ha iniciado el
ajuste de los mismo al nuevo régimen jurdico.

C) Si atendemos a la web del portal de Transparencia del Gobierno de
Arango los consorcios que aparecen en la misma son:

— Consorcio Agrupacién N° 1 de Huesca.

— Consorcio Comunidad de Trabajo de los Pirineos.

— Consorcio de Transportes del Area de Zaragoza.

— Consorcio del Aeropuerto de Teruel.

— Consorcio Patrimonio Ibérico de Aragén.

— Consorcio Tinel Bielsa — Aragnouet.

— Consorcio Urbanistico Canfranc 2000.

— Agrupacién Europea de Cooperacién Territorial (AECT) - Espacio

Portalet.
— Agrupacién Europea de Cooperacién Territorial «Pirineos — Pyrénées.

Il. FUNDACIONES

1. La legislacién del Estado aplicable a las fundaciones del sector
publico.

A) Planteamiento

No se puede entender el vigente régimen juridico de las fundaciones del
sector publico sino tenemos en cuenta el marco normativo previo al a LRJ hoy
vigente y cuyos preceptos bdsicos condiciona la LORJAr. Ese marco normativo
estd constituido por:

A) La Ley Orgénica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria
y Sostenibilidad Financiera por cuanto establece unos «principios rectores, que
vinculan a todos los poderes piblicos, a los que deberd adecuarse la politica
presupuestaria del sector publico».

B) Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalizacién del Sector
Péblico y otras medidas de reforma administrativa. Esta ley en sus art. 4 y D.A.
novena prevé la integracién de fundaciones en organismos publicos.
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En el Predambulo de la misma podemos destacar las ideas que tienen un
reflejo en el nuevo régimen juridico de los consorcios:

a) «La crisis econémica ha puesto de relieve una premisa que debe sos-
tenerse mds allé de las circunstancias econdmicas, y es que el sector piblico
debe ser sostenible en el tiempo y que debe garantizarse la eficiencia en la
gestién de sus recursos».

b) «La racionalizacién de la estructura de la Administracién Poblica, como
parte del programa de reformas del Gobierno, tiene un antecedente de gran
trascendencia en la Ley Orgdnica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibili-
dad Financiera, que constituye un hito en la gestién de los recursos publicos,
al establecer objetivos concretos de gasto y endeudamiento para todas las
Administraciones, asi como la obligacién de presentar planes dirigidos a su
cumplimiento y los correlativos mecanismos para asegurar su consecuciéns.

C) Por ofra parte el Informe de la Comisién para la Reforma de las Admi-
nistraciones PUblicas constituye una de las bases de la LR) mediante la cual
se pretende precisar el régimen juridico de las fundaciones, evitar que sean
utilizados como un instrumento para la denominada huida del derecho admi-
nistrativo (principalmente en lo relativo a personal y contratacién) o para eludir
las normas sobre estabilidad y suficiencia presupuestaria. También se dificulta
la creacién de nuevas fundaciones en el dmbito de la Administracién General
del Estado, se facilita que una Administracién publica puede desvincularse
del mismo y se precisan las normas aplicables a su disolucién y liquidacién.

El progresivo crecimiento del nimero de entes instrumentales para la con-
secucién de los mds variados fines de interés general, dentro del generalizado
proceso de huida del Derecho Administrativo, ha pasado por el empleo de
diversas férmulas juridico-privadas de gestidn, entre las cuales se encuentran
las llamadas «Fundaciones del sector piblico» (1).

B) La legislacién de fundaciones
a) La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones

Esta ley continua vigente y se aplica a todas las fundaciones en los términos
previstos por el art. 1 «La presente Ley tiene por objeto desarrollar el derecho
de fundacién, reconocido en el articulo 34 de la Constitucién y establecer
las normas de régimen juridico de las fundaciones que corresponde dictar al
Estado, asi como regular las fundaciones de competencia estatal» y en la D.F.
Primera que delimita su cambio de aplicacién a las Comunidades Auténomas
teniendo en cuenta las competencias del Estado en la materia al amparo del
articulo 149.1.1,6, 8 de la Constitucién, sin perjuicio de la aplicabilidad
preferente del Derecho Civil Foral o Especial, alli donde exista. Dado que la
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Comunidad Auténoma de Aragén no tfiene en este momento una ley propia
de fundaciones se aplica la misma en los términos indicados.

Como acertadamente se ha sefialado en la doctrina «Del andlisis de las
normas relativas a la distribucién de competencias entre el Estado y las Comu-
nidades Auténomas cabe extraer algunas conclusiones, presididas por una
calificacién de complejidad y un reproche generalizado de equivocidad. No
obstante, ambas notas son consistentes con la naturaleza dual de las propias
fundaciones, que, a pesar de ser objetos tipicos del Derecho civil, presentan
facetas importantes sélo atendibles desde otras ramas del Derecho, fundamen-
talmente el constitucional, el administrativo y el procesal» (2).

No obstante, es muy importante recordar que la misma en su Capitulo XI,
sobre las Fundaciones del sector pdblico estatal (arts. 44, 45 y 46), introdujo un
régimen juridico que se deroga por la LR pero que, con alguna notable modi-
ficacién pasa a constituir la vigente legislacién bésica en la materia. También
procede tener en cuenta que dicha ley no es de aplicacién a las fundaciones
a que se refiere la Ley 23/1982, de 16 de junio, del Patrimonio Nacional (DA
Primera) y de aplicacién supletoria las fundaciones pdblicas sanitarias a que se
refiere el articulo 111 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas
fiscales, administrativas y del orden social, seguirdn rigiéndose por su normativa
especifica seguirdn rigiéndose por su normativa especifica, aplicdndoseles los
preceptos del capitulo XI con cardcter supletorio.

La STC 120/2011, de 6 de julio, sefiala la creacién de fundaciones
por las personas juridicos pUblicas no constituye el ejercicio del derecho de
fundacién proclamado en el art34.1 de la CE sino de una decisién adoptada
por el legislador con la finalidad de satisfacer le mandato del art. 103 de la
CE destacando su cardcter instrumental.

b) Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al
mecenazgo

Esta ley continua vigente y se aplica a todas las fundaciones en los t#érminos
previstos en su art. 1.1 «Esta Ley tiene por objeto regular el régimen fiscal de
las entidades sin fines lucrativos definidas en la misma, en consideracién a su
funcién social, actividades y caracteristicas. De igual modo, tiene por objeto
regular los incentivos fiscales al mecenazgo. A efectos de esta Ley, se entiende
por mecenazgo la participacién privada en la realizacién de actividades de
interés general». Y, en su art. 2 dispone que las fundaciones «se consideran
entidades sin fines lucrativos a efectos de esta ley, siempre que cumplan los
requisitos establecidos en el articulo 3». En este sentido y con relacién con las
Comunidades Auténomas es interesante la STS de 26 de octubre de 2021, Rec.
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8146/2019 que analiza los negocios juridicos celebrados entre, por un lado,
una fundacién del sector publico que, para la realizacién de fines de interés
general, tiene encomendada la tarea de fomentar el deporte y, por otro lado,
determinadas entidades deportivas y deportistas que se comprometen a exhibir
el logo de la referida fundacién a cambio de una suma de dinero, pueden
constituir una «prestacién de servicios realizada a titulo oneroso», cuando la
expresada fundacién no haya ejercido potestades o prerrogativas piblicas.

C) La LRJ como legislaciéon basica sobre fundaciones del sector
publico

La LRJ, en su Titulo Il sobre Organizacién y funcionamiento del sector
pUblico institucional tiene un Capitulo VIl dedicado a las fundaciones (arfes
128-136). De estos preceptos solo son legislacién basica el art. 129 sobre el
régimen de adscripcién de las fundaciones y el art. 134 sobe el protectorado
(3). Dado que el art. 129 fue objeto de recurso de inconstitucionalidad por la
Comunidad Auténoma de Catalufia la sentencia serd objeto de comentario en
un apartado posterior. Dado que la regulacién de las fundaciones del sector
pUblico en la LORJAr recoge una estructura similar serd objeto de comentario
en un posterior apartado y evitamos reiteraciones. No obstante, conviene
realizara una serie de precisiones sobre la legislacién bdsica:

A) El art. 129 sobre el Régimen de adscripcién de las fundaciones exige
que toda fundacién este adscrita a una Administracién Publica y recoge los
criterios de adscripcién. Se establecen seis criterios atendiendo a que tenga la
mayoria de patronos o a la capacidad para nombrar y destituir a la mayoria
de los miembros de los érganos ejecutivos, de los miembros de los érganos
ejecutivos o de los miembros del patronato. En su defecto se tiene en cuenta la
inancie en mds de un cincuenta por ciento u ostente el mayor porcentaje de
f d ta p t tente el mayor p taje d
participacién en el fondo patrimonial. Es una consagracién de principio de quien
paga manda y los criterios se rigen por los principios de prioridad y anuali-

ad. Si de acuerdo con la terminologia cldsica la tundacién era un uvniversitas
dad. Si d d la t logia cl la fund f

onorum, la personiticacién de un patrimonio, aftecto a un tin general ahora
b I f d pat fect f | ah
predomina su consideracién como organizacién que se equipara al patrimonio.

B) El art. 134 sobre el Protectorado e un precepto bdsico del que el
Dictamen 274/2015, de 29 de abril, del Consejo de Estado sefalaba la
falta de coherencia y claridad en esta regulacién por incluir normas bdsicas
cuando se regula el sector publico institucional del Estado. Nos encontramos
ante un régimen del protectorado que no parece un tanto discutible porque
hay un doble control de estas fundaciones, las del Protectorado —art. 35 de
la Ley de Fundaciones— y las propias del sector publico analizadas en sus
correspondientes apartados. Hay quien plantea en estos casos la inutilidad de
este protectorado y la dudosa imparcialidad del mismo.
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D) La jurisprudencia del Tribunal Constitucional

La Sentencia 132/2018, de 13 de diciembre. resuelve el recurso de
inconstitucionalidad ném. 3774-2016, interpuesto la Generalidad de Cato-
lufa, analiza la constitucionalidad del art. 129.2 y en su F.D. Decimo declara
que «Las previsiones de la disposicién adicional vigésima, apartados 1y 2,
de la derogada Ley 30/1992 han sido reproducidas, casi sin variaciones,
en el articulo 120, apartados 1y 2. Por tanto, los razonamientos de la STC
93/2017, F) 7 d), son por completo extensibles al precepto impugnado. Su
doctrina es igualmente trasladable a la de las fundaciones participadas por
mds de una Administracién o entidad pUblica mediante una serie jerarquizada
de criterios prdcticamente idéntica, como ha subrayado la Letrada autonémica.
Procede, en consecuencia, desestimar la impugnacién de los articulos 120,
apartados 1y 2,y 129.2 de la Ley 40/2015».

La Sentencia 33/2019, de 14 de marzo, resuelve el recurso de inconstitu-
cionalidad 3903-2016 interpuesto por el Gobierno de Canarias en relacién con
diversos preceptos de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen juridico
del sector pdblico, pero ninguno relativo a las fundaciones del sector piblico.

2. El régimen juridico de las fundaciones del sector piblico en la
Comunidad Auténoma de Aragén

A) Antecedentes normativos

A) Lla ley-3/1984, de 22 de junio, del Presidente. de la Diputacién
General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Argén. Es la
primera ley en esta materia y en su Titulo IV regulaba la Administracién de la
Comunidad Auténoma y no recogia disposicién expresa sobre las fundaciones.
Ello no impida que, con arreglo a la normativa vigente estatal pudieran cons-
tituirse fundaciones en los que la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén tuviera la capacidad de direccién.

B) La LAAr. Esta ley, que deroga la Ley-3/1984, de 22 de junio, que
regulaba organismos publicos (organismos auténomos y entidades de derecho
pUblico) y empresa publica no recoge disposicién alguna sobre las fundaciones
dependientes de la Administracién de la Comunidad Auténoma o sus organis-
mos pUblicos. Debemos recordar que en aquel momento la creacién de funda-
ciones publicas no era una habitual por parte de las administraciones publicas.

C) Decreto Legislativo 2/2001, de 3 julio, del Gobierno de Aragén, por
el que se aprueba el Texto Refundido de la LAAr. Este texto es consecuencia
de las multiples modificaciones introducidas en la LAAr, por la Ley 11/2000,
27 diciembre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén en las sucesivas leyes de medidas admi-
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nistrativas tributarias que aprobaban de forma paralela a los presupuestos
de la Comunidad Auténoma. En su Disposicién adicional octava recoge, por
primera vez en el ordenamiento juridico aragonés el régimen juridico de las
Fundaciones privadas de iniciativa piblica. No obstante, debemos precisar que
esta D. Adicional fue introducida por el articulo 2 Ley 11/2000, 27 diciem-
bre, de medidas en materia de Gobierno y Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén.

D) Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio, del Gobierno de Aragén,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Aragén
en su art. 8 sefialaba que en las fundaciones en los que sea mayoritaria la
representacién, directa o indirecta, de la Administracién de la Comunidad
Auténoma de Aragén quedardn sujetas al control financiero. a formar Presu-
puesto de explotacién y de capital en el caso de que reciban subvenciones de
esta naturaleza. Y para su creacién y extincién de las entidades citadas, asi
como para la adquisicién y pérdida de la posicién mayoritaria, se requerird
autorizacién del Gobierno de Aragén y se determinan los criterios por los
que se entiende que la Administracién de la de la Comunidad Auténoma de
Aragén tiene representacién mayoritaria en dichos entes. La D. derogatoria
nica de la LORJAr deroga el art. 8 de esta ley.

E) El Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de
Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de
Aragén en su art. 3.4 dispone que «El patrimonio de las fundaciones publicas
de la Comunidad Auténoma se rige por el derecho privado y por su normativa
especificax. Este régimen juridico de su patrimonio continua vigente ya que no
se ve afectado por lo dispuesto en la LORJAr.

B) Normativa aragonesa sobre fundaciones
a) Regulacién de las fundaciones

El EAr en su art. 71 sobre las competencias exclusivas dispone que «En
el dmbito de las competencias exclusivas, la Comunidad Auténoma de Aragén
ejercerd la potestad legislativa, la potestad reglamentaria, la funcién ejecutiva 'y
el establecimiento de politicas propias, respetando lo dispuesto en los articulos
140 y 149.1 de la Constitucién. Corresponde a la Comunidad Auténoma la
competencia exclusiva en las siguientes materias:

40.° Asociaciones y fundaciones de cardcter docente, cultural, artistico,
benéfico, asistencial, deportivo y similares que desarrollen principalmente sus
funciones en Aragén».

La Comunidad Auténoma no tiene una legislacién propia sobre funda-

ciones, aunque fanto este precepto estatutario como en el mismo art. 71, 2.°
sobre la «conservacién, modificacién y desarrollo del Derecho foral aragonés,
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con respeto a su sistema de fuentes» constituyen los titulos competenciales que
le habilitan para aprobarla.

Por ello la normativa aplicable a las fundaciones en Aragén seria, al
margen de lo previsto para las fundaciones del sector piblico, las siguientes:

a) Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones.
b) Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades

sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

c) Real Decreto 1337/2005, de 11 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de fundaciones de competencia estatal.

d) Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre, por el que se aprueba
el Reglamento para la aplicacién del régimen fiscal de las entidades sin fines
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

e) Decreto 276/1995, de 19 de diciembre, de la Diputacién General de
Aragén, por el que se regulan las competencias en materia de fundaciones y
se crea el Registro de Fundaciones.

f) Decreto 25/2004, de 10 de febrero, del Gobierno de Aragén, de modi-
ficacién del Decreto 276/ 1995, de 19 de diciembre, por el que se regulan las
competencias en materia de fundaciones y se crea el Registro de Fundaciones.

g) Y en el dmbito contable debemos recordar el Real Decreto 1514/2007,
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad
y el Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las
normas de adaptacién del Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines
lucrativos y el modelo de plan de actuacién de las entidades sin fines lucrativo.

Sobre la esta normativa acertadamente se ha dicho: «En conclusién, el
andlisis de las normas propias de la Comunidad Auténoma en materia de
fundaciones y su comparacién con lo dispuesto en la legislacién estatal no
ofrece datos especialmente significativos ni permite destacar originalidades
de relieve. En efecto, sélo algunos aspectos administrativos y hacendisticos
de un tipo concreto de fundaciones (las constituidas o participadas por la
Administracién autonémica o por las entidades locales aragonesas) ha sido
objeto de regulacién en ejercicio de la competencia autondmica, y quizds el
hecho de que esta regulacién precediera a la recogida en la ley estatal, explica
las afinidades de fondo pero diferencias de forma entre el régimen estatal y
autonémico aragonés dedicado a las fundaciones»(4).

b) Ley 4/2014, de 26 de junio, de Fundaciones Bancarias de
Aragoén

En su Predmbulo es clara la voluntad del legislador: «El titulo IV del
Real Decretoley 11/2010, de 9 de julio, por el que se regulan los érganos
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de gobierno y otros aspectos del régimen juridico de las cajas de ahorros,
contemplaba y regulaba la posibilidad de que las cajas de ahorros pudieran
desarrollar su objeto propio como entidad de crédito de forma indirecta, a
través de una entidad bancaria a la que aportarian todo su negocio financiero».
Esta opcién fue asumida por las dos cajas aragonesas mediante la creacién
de «lbercaja Banco, S. A.», bajo titularidad de la Caja de Ahorros y Monte
de Piedad de Zaragoza, Aragédn y Rioja (lbercaja), por un lado, y, por otro,
del Banco Grupo Caja3, integrado por Caja de Ahorros de la Inmaculada,
Caja Badajoz y Caja Circulo de Burgos.

El art. 1 dispone que «La presente ley tiene por objeto la regulacién de
las fundaciones bancarias de la Comunidad Auténoma de Aragén» y «Quedan
sujetas a las disposiciones de la presente ley las fundaciones bancarias con
domicilio en Aragén cuyas funciones, consistentes en la atencién y desarrollo
de la obra social y la adecuada gestién de su participacién en una entidad de
crédito, se desarrollen principalmente en la Comunidad Auténoma de Aragén».

Dado lo recogido en su art. 3 «Las fundaciones bancarias de la Comunidad
Auténoma de Aragén se sujetardn a lo previsto en la normativa bdsica estatal,
en esta ley y, con cardcter supletorio, en la que les resulte de aplicacién en
materia de fundaciones» no tiene ninguna incidencia la nueva LRJSPA.

En este tipo de fundaciones es muy interesante la siguiente reflexién
doctrinal: «En la medida en que las cajas de ahorro han dejado de existir,
reubicdndose la actividad financiera en bancos tenidos por los nuevos entes
(fundaciones bancarias y/u ordinarias) se habria producido un vaciamiento de
contenido de la competencia autonémica, que pasaria a ejercerse virtualmente,
sobre unos entes que o bien no existen (las dos cajas de ahorro residuales
balear y valenciana, respectivamente, y las improbables futuras) o bien no
ejercen actividad financiera alguna més allé de mantener la titularidad de
acciones de un banco (las nuevas fundaciones bancarias y las ordinarias) (5)».

C) Andlisis del régimen juridico de las fundaciones del sector
publico en la LORJAr

a) Disposiciones generales

En su Predmbulo la LORJAr concreta el titulo competencial en el que se
fundamenta la misma: «La ley se dicta al amparo de la previsién contenida en
el articulo 71. 1. del EAr, aprobado por Ley Orgdnica 5/2007, de 20 de abril,
el cual atribuye a la Comunidad Auténoma de Aragén la competencia exclusiva
para la creacién, organizacién, régimen y funcionamiento de sus instituciones de
autogobierno. Del mismo modo, el articulo 71. 7.9 del referido Estatuto atribuye a
la comunidad auténoma la competencia para regular el procedimiento administra-
tivo derivado de las especialidades de su organizacién propia. Por su parte, los
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articulos 61y 62 del Estatuto, contenidos en su titulo lll sobre la Administracién
pUblica en Aragén, se refieren a la competencia de la comunidad auténoma
para crear y organizar su propia Administracién, que ostentard la condicién
de administracién ordinaria en el ejercicio de sus competencias, recogiendo los
principios esenciales de organizacién y funcionamiento de la misma». Y sefala
que «se definen y regulan por primera vez los consorcios autonémicos.

El art. 85.1, d) sobre la «composicién y clasificacién del sector piblico
institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén integran el mismo a las
fundaciones del sector piblico».

El art. 86 sefiala que en su de actuacién estdn sometidas a los principios
de «legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad finan-
ciera, asi como a los principios de integridad y transparencia en su gestién.
En particular, se sujetardn en materia de personal, incluido el laboral propio
de la entidad, a las limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en
las previsiones anuales de los presupuestos generales».

El art 87 determina su régimen juridico general de acuerdo con lo dis-
puesto en la LORJAr y por las disposiciones bdsicas de la Ley 40/2015, de
1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector.

El art. 89 prevé la inscripcién de las fundaciones en el Registro de Entes
de la Comunidad Auténoma de Aragén y en el art. 90 su inscripcién en el
Inventario de Entidades del Sector Piblico Estatal, Autonémico y Local.

El art. 91 contempla su sometimiento al control de eficacia y supervisién
continua, que sin perjuicio de lo establecido en el articulo 86, le obliga a
contar con un plan de actuacién que contendrd las lineas estratégicas en torno
a las cuales se desenvolverd la actividad de la entidad, que se completard con
planes anuales elaborados junto a su presupuesto. Por ofra parte, el control
de eficacia serd ejercido por el departamento de adscripcién que deberd ela-
borar un informe sobre sus entidades dependientes y que se elevard para su
conocimiento al Gobierno de Aragén antes del 30 de junio de cada ejercicio
presupuestario.

La D.A. Primera, sobre el Servicio Juridico del Gobierno de Aragén le
atribuye la representacién y defensa en juicio, asi como la direccién y coor-
dinacién de la asistencia juridica, tanto consultiva como contenciosa, de las
fundaciones, en los términos previstos en su normativa especifica. El Decreto
169/2018, de 9 de octubre, del Gobierno de Aragén, por el que se organiza
la asistencia, defensa y representacién juridica a la Comunidad Auténoma de
Aragén, dispone en su articulo 19 que los Letrados de la Comunidad Auténoma
integrados en la Direccién General de Servicios Juridicos asumirdn la asistencia
juridica a las fundaciones del sector publico autonémico y cuando se haya
suscrito el oportuno convenio de asistencia juridica con dichas entidades por
parte de la Comunidad Auténoma.
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La D.A. Cuarta, sobre la adaptacién de entidades y organismos publicos
existentes, les obliga a una adaptacién a la misma en el plazo de dos afios
si bien también se contempla que se preserven sus actuales especialidades en
materia de personal, patrimonio, régimen presupuestario, contabilidad, control
econdmico-financiero y de operaciones como agente de financiacién.

La D.T. Segunda prevé que las Entidades integrantes del sector publico
existentes «continuardn rigiéndose por su normativa especifica, incluida la
normativa presupuestaria que les resultaba de aplicacién, hasta su adapta-
cién a lo dispuesto en esta ley de acuerdo con lo previsto en la disposicién
adicional cuarta.

En definitiva, en las disposiciones generales de la LRISPA y en sus disipacio-
nes adicionales y transitorias encontramos novedades para el régimen juridico
del funcionamiento ordinario de las fundaciones del sector pdblico y su control
por la Administracién que procedemos a analizar en el apartado siguiente.

b) Régimen juridico especifico

a) Definicién y actividades propias (art,134). Coincide titulo y parcial-
mente contenido con el art. 128 de la LRJ, aunque no es legislacién bésica.
El contenido de este articulo, que tiene antecedentes claros en la legislacién
estatal y aragonesa previa a esta ley se caracteriza por que:

— Son fundaciones del sector pdblico autonédmico aquellas que rednan
alguno de estos tres requisitos: una aportacién mayoritaria a la dotacién fun-
dacional, directa o indirecta, de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén o cualesquiera de los sujetos integrantes del sector piblico
institucional autonémico, el patrimonio de la fundacién esté integrado en mds
de un cincuenta por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos y la
mayoria de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes
del sector piblico autonémico.

— Las actividades deben realizarse sin dnimo de lucro, para fines de
interés general con independencia de que el servicio se preste de forma gra-
tuita o mediante contraprestacién. Deben ser relacionadas con el dmbito com-
petencial de las entidades del sector piblico fundadoras y no pueden asumir
competencias propias salvo previsién legal expresa.

— No pueden nunca ejercer potestades publicas.

— Cabe la aportacién del sector privado de forma no mayoritaria al
patrimonio para la financiacién de actividades.

b) Participacién en fundaciones que no forman parte del sector piblico
autondmico (art. 135). No existe precepto de contenido similar en la LRJ, pero
si antecedentes en la legislacién aragonesa sobre fundaciones privadas de ini-
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ciativa pUblica. Se posibilita la participacién en fundaciones que no tengan la
consideracién de fundaciones del sector publico autonémico, mediante acuerdo
del Gobierno de Aragén, siempre y cuando:

— Sirva para cumplimiento de los obijetivos institucionales de la comuni-
dad auténoma.

— Se acredite documentalmente ante el departamento competente en
materia de patrimonio y con un preceptivo informe favorable del departamento
competente en materia de hacienda.

c) Régimen de adscripcién de las fundaciones (art. 136). Coincide titulo
y parcialmente contenido con el art. 129 de la LRJ y es legislacién bdasica.
Por ello en los estatutos de cada una de estas fundaciones «deberd constar su
adscripcién a la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén de
conformidad con lo previsto en el articulo 134 y en la legislacién bésica del
Estado.» (Art. .136.1). Ambos preceptos ya han sido objeto de andlisis en pre-
cedentes apartados. También se prevé el cambio de adscripcién que conlleva
la modificacién de estatutos que debe realizarse en un plazo no superior a tres
meses, contados desde el inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquel
en que se produjo el cambio de adscripcién (art. 136.2). De este articulo se
deduce que las fundaciones solo pueden estar adscritas a la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén no a sus organismos publicos.

d) Régimen juridico (art. 137) Coincide titulo y parcialmente contenido
con el art. 130 de la LRJ que no es legislacién bdsica. De acuerdo con lo
dispuesto en el mismo las fundaciones del sector piblico autonédmico se rigen
con arreglo al siguiente sistema de fuentes:

— Por lo previsto en esta ley y en la legislacién bdsica del Estado sobre
el sector puoblico.

— La legislacién estatal en materia de fundaciones y la legislacién de la
comunidad auténoma que resulte aplicable en materia de fundaciones.

— El ordenamiento juridico privado.

— Pero todo salvo en las materias en que le sea de aplicacién la normativa
presupuestaria, contable, de control econédmico-financiero y de contratacién del
sector publico, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 139 y 140.

e) Régimen de contratacién (art. 138). El art. 138 realiza una remisién a
la legislacién de contratos del sector piblico como una forma de poner fin la
denominada huida del derecho administrativo en esta materia. La Ley 9/2017,
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Piblico, por la que se transponen
al ordenamiento juridico espafiol las Directivas del Parlamento Europeo y del
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en su art.
3 e) define lo que se entiende por fundaciones piblicas. Son aquellas que
rednan alguno de los siguientes requisitos.
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1.° Que se constituyan de forma inicial, con una aportacién mayoritaria,
directa o indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector piblico,
o bien reciban dicha aportacién con posterioridad a su constitucién.

2.° Que el patrimonio de la fundacién esté integrado en mas de un 50
por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes
del sector publico con cardcter permanente.

3.° Que la mayoria de derechos de voto en su patronato corresponda a
representantes del sector publico.

f) Régimen presupuestario, de contabilidad, de control econémico-finan-
ciero y de personal (art. 139). Coincide fitulo y parcialmente contenido con
el art. 132 de la LRJ que no tiene el cardcter de legislacién bésica. El andlisis
de este precepto se debe realizar atendiendo a las tres materias que regula:

— Desde la perspectiva presupuestaria estardn obligadas a formar pre-
supuesto de explotacién y de capital en el caso de que reciban subvenciones
de esta naturaleza y formulardn y presentardn sus cuentas anuales de acuerdo
con los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptacién del
Plan General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y disposicio-
nes que lo desarrollan ya enumeradas en su momento. Y sujetas al régimen
presupuestario econémico-financiero, de contabilidad y de control establecido
por la normativa autonémica en materia de hacienda.

— Desde la perspectiva del control estardn sometidas al control financiero
de la Intervencién General de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragédn y de la Cémara de Cuentas.

— Desde la perspectiva del personal contiene una serie de disposiciones
aplicables a todo el personal («que se regird por el derecho laboral, asi como
por las normas que le sean de aplicacién en funcién de su adscripcién al sector
piblico autonémico, incluyendo entre las mismas la normativa presupuestaria, asi
como lo que se establezca en las leyes de presupuestos de la Comunidad Auté-
noma de Aragén» —art. 139.3—), al personal no directivo ( cuyo «nombramiento
del personal no directivo ird precedido de convocatoria piblica y de los procesos
selectivos correspondientes basados en los principios de igualdad, mérito y capa-
cidad» —art. 139.4—) y al personal directivo (cuyo «nombramiento del personal
directivo se realizar& conforme a los principios de mérito y capacidad y a criterios
de idoneidad que garanticen la publicidad y concurrencia» —art. 139.5—).

g) Régimen patrimonial (art. 140). De acuerdo con lo dispuesto en el
mismo «El patrimonio de las fundaciones piblicas de la comunidad auténoma
se regird por el derecho privado, por las normas contenidas en esta ley, en
la normativa de patrimonio de Aragén y en su normativa especifica». Como
ya hemos sefialado el Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del
Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del
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Patrimonio de Aragén en su art. 3.4 dispone que «El patrimonio de las funda-
ciones publicas de la Comunidad Auténoma se rige por el derecho privado y
por su normativa especifica».

g) Creacién y extincién de fundaciones del sector piblico autonémico (art.
141). Coincide titulo y parcialmente contenido con el art. 133 de la LRJ que
no tiene el cardcter de legislacién bésica. En la LORJAr se mantiene el criterio
previsto en la normativa previa sobre las fundaciones privadas de iniciativa
pUblica y exige para la creacién y extincién de fundaciones del sector piblico
autondémico, asi como la adquisicién y pérdida de la posicién mayoritaria, se
aprobardn por acuerdo del Gobierno de Aragén. El acuerdo se debe adoptar
previos los informes del departamento competente en materia de hacienda
analizando las implicaciones presupuestarias, contables y patrimoniales de la
propuesta (art. 141.1). Por lo tanto, la ley aragonesa no recoge el criterio de
autorizacién mediante ley previsto para la Administracién General del Estado.
En relacién a los Estatutos de cada fundacién exige que sean aprobados por el
Gobierno de Aragén a propuesta del titular del departamento de adscripcién
y previo informe favorable del Departamento que ejerza el Protectorado y
deben concretar la forma participacién de la Administracién de la comunidad
auténoma en la composicién del patronato (art. 141.2 y 3). De la redaccién
literal de este articulo se deduce que las fundaciones estdn adscritas a un
departamento no a un organismo publico.

h) Protectorado (art. 142). Coincide titulo y parcialmente contenido con el
art. 134 de la LR) y es legislacién bésica. De acuerdo con la legislacién ara-
gonesa «E| protectorado de las fundaciones del sector publico autonémico seré
ejercido, en nombre del Gobierno de Aragén, por el departamento competente
en materia de fundaciones que velard por el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en la normativa sobre fundaciones» mientras que en el dmbito
de la Administracién General del Estado es el departamento de adscripcién.
La legislacién aragonesa, de igual forma la legislacién bésica, contemplan
un control de eficacia y supervisién ya comentados en apartados anteriores.
No obstante, en relacién con el protectorado de las fundaciones en general
y en particular con las fundaciones del sector publico se hace necesario un
replanteamiento del mismo pero su andlisis excede de este comentario.

i) Designacién de miembros del patronato (art. 143) No existe precepto de
contenido similar en la LRJ ni antecedentes en la legislacién aragonesa sobre
fundaciones privadas de iniciativa piblica. Este articulo se limita a la atribucién
al Gobierno de Aragén de la competencia para el nombramiento de los miem-
bros del patronato propuestos por Comunidad Auténoma de Aragén tanto en
las fundaciones del sector piblico autonémico como en aquellas que participe.

i) Fusién, disolucién, liquidacién y extincién (art. 144) Coincide el titulo,
pero no el contenido con el art. 136 de la LRJ y no es legislacién bdsica.
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La legislacién aragonesa remite al futuro desarrollo reglamentario el procedi-
miento de fusién, disolucién, liquidacién y extincién de las fundaciones del
sector pUblico autonémico. El legislador estatal se remite a los arts. 94, 96
y 97 de LRJ sobre fusién, disolucién, liquidacién y extincién de organismos
pUblicos estatales. En la LORJA solo encontramos el art. 100 referente a la
fusién de organismos publicos por lo cual la remisién reglamentaria parece
una solucién adecuada.

D) Un apunte sobre fundaciones en la legislacién aragonesa
régimen local

La Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administracién Local de Aragdn, en
su art. 217 dispone que «las entidades locales, para la realizacién de fines
de su competencia, podrdn constituir fundaciones y participar en su creacién
con otras entidades puiblicas o privadas y particulares, de acuerdo con la
legislacién general sobre fundaciones. Los correspondientes acuerdos debe-
rén adoptarse con el voto favorable de la mayoria absoluta del nimero legal
de miembros de la Corporacién y cumplir los requisitos legales establecidos
para la disposicién de sus bienes». Dado que no la LORJAr no modifica este
precepto las fundaciones privadas de iniciativa pdblica de las corporaciones
locales deberdn ajustarse a la normativa bésica de la LRISP. No obstante, una
futura ley de la administracién local de Aragén deberd ajustarse a la nueva
regulacién bdsica.

Aunque en la vigente LRBRL no existe amparo legal especifico que permita
la utilizacién de la figura fundacional a las entidades locales desde 1999 Ara-
gén, como ofras Comunidades Auténomas, obviando dicha circunstancia, han
regulado el régimen especifico de las entidades locales de su dmbito territorial,
ha incorporado la posibilidad de constitucién o participacién en fundaciones,
con dispar densidad normativa.

E) Las fundaciones del sector publico en la legislacién presupues-
taria

a) Si atendemos al contenido de la derogada Ley 4/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el
ejercicio 2021 las fundaciones a los que se refiere el articulo 8° del Texto
Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragédn son
las siguientes:

— Fundacién Agencia Aragonesa para [+D -.
— Fundacién Andrea Prader.

— Fundacién Aragonesa Coleccién Circa XX Pilar.
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— Fundacién Centro de Estudios de Fisica del Cosmos de Aragén.
— Fundacién Conjunto Paleontolégico de Teruel.

— Fundacién de Desarrollo de la Comarca Campo de Daroca.
— Fundacién Parque Cientifico de Aula Dei.

— Fundacién Emprender en Aragén 3.

— Fundacién Goya en Aragén.

— Fundacién Instituto de Investigacién Sanitaria de Aragén.

— Fundacién Transpirenaica.

— Fundacién Torralba Fortdn.

— Fundacién Zaragoza Logistics Center.

— Fundacién Centro Astronémico Aragonés 386.

— Fundacién Moto Engineering Foundation.

b) La vigente Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la
Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2022 comprobamos que
repite las mismas fundaciones.

La D.A. Vigésima segunda contempla medidas sobre la «contratacién de
personal en las fundaciones del sector piblico autonémico». La contratacién
de personal propio, al margen de quedar sujeta a la LORJAr, se debe ajustar
a lo dispuesto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o norma equi-
valente de cardcter bdsico, la presente disposicién y la Ley 1/2017, de 8 de
febrero, de medidas de racionalizacién del régimen retributivo y de clasificacion
profesional del personal directivo y del resto del personal al servicio de los
entes del sector piblico institucional de la Comunidad Auténoma de Aragén.

En su apartado segundo recoge los requisitos previos a las nuevas contra-
taciones, repeticién de lo ya indicado al comentar el art. 139 de la LRISPA y
con sujecién a lo previsto en la ley de presupuestos. La contratacién temporal
se califica de excepcional para «cubrir necesidades urgentes e inaplazables».
Al mismo tiempo les exige presentar en el primer trimestre una relacién de las
necesidades de contratacién temporal previstas para el ejercicio.

Por ¢ltimo, en su apartado tercero sefiala que «deberdn remitir al depar-
tamento u organismo publico al que figuren adscritos la informacién relativa
a todo el personal temporal que ha prestado servicios en el ejercicio anterior,
detallando el ndmero de jornadas anualizadas y el coste de las mismas».

Es evidente que al margen del error de citar un precepto derogado de
la Ley de Hacienda por la LORJAr la legislacién presupuestaria ha iniciado el
ajuste de los mismo al nuevo régimen juridico.

c) Segun el portal de Transparencia del Gobierno de Aragén las funda-
ciones son:
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— Fundacién Agencia Aragonesa para la Investigacién y el Desarrollo.
— Fundacién Andrea Prader.

— Fundacién Aragonesa Coleccién CIRCA XX Pilar Citoler.

— Fundacién Centro Astronémico Aragonés.

— Fundacién Centro de Estudios de Fisica del Cosmos de Aragén.
— Fundacién Conjunto Paleontolégico de Teruel.

— Fundacién de Desarrollo Comarca Campo de Daroca.

— Fundacién de Desarrollo de la Comunidad de Albarracin.

— Fundacién Emprender en Aragén.

— Fundacién Goya en Aragén.

— Fundacién Instituto de Investigacién Sanitaria de Aragén (FIISA).
— Fundacién «Montaiia Medieval».

— Fundacién Moto Engineering Foundation.

— Fundacién Parque Cientifico Tecnolégico de Aula Dei.

— Fundacién PLAZA.

— Fundacién Santa Maria de Albarracin.

— Fundacién Torralba Fortdn.

— Fundacién Transpirenaica.

— Fundacién Zaragoza Logistics Center.
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